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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

 Resolución N° 003410-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 
  

Expediente : 02958-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : MANUEL FIGUEROA ORE  
Entidad : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE VILLA EL SALVADOR 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 27 de setiembre de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 02958-2023-JUS/TTAIP de fecha 1 de setiembre 
de 2023, interpuesto por MANUEL FIGUEROA ORE, contra la respuesta contenida en 
la Carta N° 1187-2023-UGDA-SG/MVES de fecha 17 de agosto de 2023, a través de la 
cual la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE VILLA EL SALVADOR atendió la solicitud de 
acceso a la información pública presentada el 12 de agosto de 2023, registrada con 
código N° 13317. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 12 de agosto de 2023, el recurrente solicitó a la entidad copia simple de 
la siguiente información: 
 

“(…)  
- CANTIDAD DE FLOTA VEHICULAR DE C/U DE LAS PERSONAS JURÍDICAS 

AUTORIZADAS PARA BRINDAR EL SERVICIO DE MOTOTAXI EN VILLA EL 
SALVADOR. 

- CANTIDAD DE FLOTA VEHICULAR OPERATIVA REGISTRADA EN EL 
PADRÓN MUNICIPAL DE CADA PERSONA JURÍDICA AUTORIZADA PARA 
BRIDAR EL SERVICIO EN VEHÍCULO MENOR. 

(…).” [sic]   
 

Mediante la Carta N° 1187-2023-UGDA-SG/MVES de fecha 17 de agosto de 2023, 
la Oficina de Secretaría General de la entidad atendió la solicitud señalando los 
siguiente: 
 

“(…)  
Referencia: a) Expediente N° 13317 (12-08-2023) 

b) Memorando N°402-2023-SGTSV-GSCV / MVES 
(…) cumplimos con indicar lo siguiente: 
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• Que, de acuerdo a los procedimientos establecidos en la presente Ley, 
esta Unidad Orgánica cumplió con remitir el requerimiento a la unidad 
orgánica poseedora de la información mediante el Memorando N° 1976-
2023-UGDA-SG/MVES. 

• Que, en respuesta a ello la Subgerencia de Transporte y Seguridad Vial 
mediante el Memorando N° 402-2023-SGTSV-GSCV/MVES recepcionado 
con fecha 17 de agosto del 2023 señala lo siguiente: “Que, El Texto Único 
Ordenado de la Ley N°27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Informacion Publica en su Artículo 17.- Excepciones al ejercicio del 
derecho: Informacion confidencial. El derecho de acceso a la información 
publica no podrá ser ejercido respecto de lo siguiente:” 
‘(…) 
2. La información protegida por el secreto bancario, tributario, comercia. 
Industrial, tecnológico y bursátil que están regulados, por el inciso 5 del 
artículo 2 de la Constitución, y los demás por la legislación pertinente (...).’ 
‘El secreto comercial, industrial o tecnológico busca proteger la información 
usada en alguna actividad productiva, industrial o comercial, que sea 
susceptible de transmitirse a un tercero y cuya divulgación pueda 
ocasionar un perjuicio a la empresa.’ 

• En ese sentido, remito copia del memorando de la referencia b) a fin de 
cumplir con la atención de lo solicitado. 

(…).” [sic] 
 
Con fecha 1 de setiembre de 2023, el recurrente interpuso ante esta instancia el 
recurso de apelación materia de análisis, alegando que mediante la “(…) Carta N° 
063-2023-SGTSV-GSCV/MVES, la Sub Gerente de Transporte y Seguridad Vial 
Mag. Sonia Dora López Stuva señala que de acuerdo al padrón registrado en esta 
subgerencia el número de vehículos menores que prestan el servicio es de 6980, 
entonces no entiendo porque se niega a brindarme la información solicitada toda vez 
que esta es de carácter público”. 
 
Mediante la Resolución N° 002958-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA de fecha 13 
de setiembre de 20231, se admitió a trámite el citado recurso impugnatorio y se 
requirió a la entidad que en un plazo de cuatro (4) días hábiles remita el expediente 
administrativo correspondiente y formule sus descargos. 
 
Con fecha 21 de setiembre de 2023, el Procurador Público de la entidad presentó 
ante esta instancia un escrito a través del cual remitió el expediente administrativo 
que se generó para la atención de la solicitud; asimismo, formuló sus descargos a 
través del INFORME N° 825-2023-UGDA-SG/MVES de fecha 19 de setiembre de 
2023, a través del cual el Subgerente de Unidad de Gestión Documentaria y Archivo 
Central señalando que con “(...) Memorando N° 402-2023SGTSV-GSCV/MVES con 
fecha de recepción 17 de agosto de 2023 ha remitido la respuesta al requeriminto 
solicitado. En consecuencia, esta Unidad Orgánica emitió la Carta 1187-2023-UGDA-
SG/MVES adjuntando el Memorando N° 402-2023SGTSV-GSCV/MVES, a fin de 
cumplir con la entrega de la información la administrado, la cual ha sido recepcionado 
por el Sr. Manuel Figueroa Ore el día 28 de agosto de 2023”. 
 
 
 
 

 
1  Notificada a la entidad el 15 de setiembre de 2023. 
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ll. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, establece que toda información 
que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las 
entidades la obligación de entregar la información que demanden las personas en 
aplicación del principio de publicidad.  
 
Por su parte, el artículo 10 de la Ley de Transparencia establece que las entidades 
de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida 
si se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control; asimismo, 
para los efectos de la referida ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una 
decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley. 
 
En esa línea, el numeral 2 del artículo 17 del texto normativo citado establece que el 
derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de la 
información protegida por el secreto bancario, tributario, comercial, industrial, 
tecnológico y bursátil que están regulados, unos por el inciso 5 del artículo 2 de la 
Constitución, y los demás por la legislación pertinente. 
 
Finalmente, el primer párrafo del artículo 18 de la citada ley señala que las 
excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los únicos 
supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, 
por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación 
a un derecho fundamental. 
 
2.1. Materia en discusión 

 
De autos se advierte que la controversia radica en determinar si la información 
solicitada se encuentra dentro de la causal de excepción establecida en el 
numeral 2 del artículo 17 de la Ley de Transparencia. 
 

2.2. Evaluación de la materia en discusión 
 
Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal 
es de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés 
general, conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC indicando: 
 

“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio 
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Estado y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información 
pública no deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada 
persona requirente, sino valorados además como manifestación del principio 
de transparencia en la actividad pública. Este principio de transparencia es, 
de modo enunciativo, garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y 
eficiente por parte del Estado, y sirve como mecanismo idóneo de control en 
manos de los ciudadanos.”  

 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente 
previstas por (…) la presente Ley”. Es decir, establece como regla general la 
publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras que el 
secreto es la excepción. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto del 
mencionado Principio de Publicidad lo siguiente: 
 

“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con 
el principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por 
el Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación 
del Estado.” 

 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha precisado que les corresponde a las 
entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que haya 
sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado 
agregado). 
 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso 
denieguen el acceso a la información pública solicitado por un ciudadano, 
constituye deber de las entidades acreditar que dicha información corresponde 
a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 al 17 de la Ley de 
Transparencia, debido que poseen la carga de la prueba. 
 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
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de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información con 
la que no cuenten o no tengan obligación de contar al momento de efectuarse el 
pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la Administración Pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar. 
 
En el caso de autos, el recurrente solicitó a la entidad copia simple de la siguiente 
información referida a la: 1. “CANTIDAD DE FLOTA VEHICULAR DE C/U DE 
LAS PERSONAS JURÍDICAS AUTORIZADAS PARA BRINDAR EL SERVICIO 
DE MOTOTAXI EN VILLA EL SALVADOR”; y, 2. “CANTIDAD DE FLOTA 
VEHICULAR OPERATIVA REGISTRADA EN EL PADRÓN MUNICIPAL DE 
CADA PERSONA JURÍDICA AUTORIZADA PARA BRIDAR EL SERVICIO EN 
VEHÍCULO MENOR.” 
 
Por su parte, mediante la Carta N° 1187-2023-UGDA-SG/MVES de fecha 17 de 
agosto de 2023, la Oficina de Secretaria General de la entidad, no negó la 
existencia de lo requerido, por el contrario, denegó la solicitud trasladando la 
respuesta emitida por la Subgerencia de Transporte y Seguridad Vial, unidad 
poseedora de la información requerida, mediante el Memorando N° 402-2023-
SGTSV-GSCV/MVES, a través del cual aseveró que la misma se encontraba 
inmersa en la excepción del derecho de acceso a la información pública 
contenida en el numeral 2 del artículo 17 de la Ley de Transparencia, 
especificando que se encontraba inmersa en el secreto tributario, comercial, 
industrial y tecnológico el cual “(…) busca proteger la información usada en 
alguna actividad productiva, industrial o comercial, que sea susceptible de 
transmitirse a un tercero y cuya divulgación pueda ocasionar un perjuicio a la 
empresa”. 
 
Por tal motivo, el recurrente interpuso su recurso de apelación en contra de la 
respuesta, alegando que mediante la “(…) Carta N° 063-2023-SGTSV-
GSCV/MVES, la Sub Gerente de Transporte y Seguridad Vial Mag. Sonia Dora 
López Stuva señala que de acuerdo al padrón registrado en esta subgerencia el 
número de vehículos menores que prestan el servicio es de 6980, entonces no 
entiendo porque se niega a brindarme la información solicitada toda vez que esta 
es de carácter público”. 
 
En ese sentido, en tanto la entidad no negó la existencia en su poder de la 
información requerida, corresponde analizar si la respuesta otorgada por la 
entidad al recurrente se ajusta a lo dispuesto en la Ley de Transparencia.   
 

• Con relación a las excepciones contenidas en los artículos 15 al 17 de 
la Ley de Transparencia: 
 
Sobre el particular, es preciso mencionar que cuando la Ley de 
Transparencia establece excepciones para el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública, éstas causales deben ser debidamente 
motivadas y acreditadas, puesto que estamos frente a una limitación de un 
derecho fundamental. 

 
En esa línea, cabe hacer mención lo señalado por el Tribunal Constitucional 
en el Fundamento 4 de la sentencia recaída en el Expediente 0959-2004-
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HD, respecto al derecho de acceso a la información pública y la naturaleza 
de sus excepciones, lo siguiente:  

 
“(…) 
4. La Constitución Política del Perú, en su artículo 2°, inciso 5, reconoce el 

derecho de toda persona de solicitar, sin expresión de causa, la 
información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en 
un plazo razonable, y con el costo que suponga dicho pedido, con la 
única excepción de aquella que afecte a la intimidad personal y la que 
expresamente se excluya por ley o por razones de seguridad nacional. 
Lo establecido en el referido artículo representa una realidad de doble 
perspectiva, pues no solo constituye el reconocimiento de un derecho 
fundamental, sino el deber del Estado de dar a conocer a la ciudadanía 
sus decisiones y acciones de manera completa y transparente. En esa 
medida, el secreto o lo oculto frente a la información de interés público 
resulta una medida de carácter extraordinario y excepcional para casos 
concretos derivados del mandato constitucional”. (subrayado agregado) 

 
En ese sentido, es importante indicar que con relación a la aplicación de las 
excepciones al derecho de acceso a la información pública, el segundo 
párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, establece que la 
denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente 
fundamentada por las excepciones de los artículos 15 a 17 de la mencionada 
ley, concordante con el primer párrafo del artículo 18 de la misma norma, el 
cual señala que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 
del referido texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el 
derecho al acceso a la información pública, por lo que deben ser 
interpretados de manera restrictiva al tratarse de una limitación a un derecho 
fundamental. 
 
En dicho contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que corresponde 
a las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información 
que haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último 
párrafo del Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
2579-2003-HD/TC:  
 
“(…) 
13. Como antes se ha mencionado, esta presunción de 

inconstitucionalidad se traduce en exigir del Estado y sus órganos la 
obligación de probar que existe un bien, principio o valor 
constitucionalmente relevante que justifique que se mantenga en 
reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada y, 
a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que, 
si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés público 
para negar el acceso a la información, la presunción que recae sobre 
la norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba 
acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado.” 
(Subrayado agregado) 
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Al respecto, corresponde que las entidades de la Administración Pública 
motiven en los hechos y en el derecho las razones por las que dicha 
información debe ser considerada secreta, reservada o confidencial, 
conforme lo exige la jurisprudencia antes citada, no bastando únicamente 
con la mera invocación del articulado correspondiente a las excepciones al 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública.  

 

• Respecto a la excepción contenida en el numeral 2 del artículo 17 de la 
Ley de Transparencia: 

 
Sobre el particular, la entidad señaló como argumento para denegar lo 
solicitado por el recurrente el numeral 2 del artículo 17 de la Ley de 
Transparencia, lo cual fue reiterado a través del documento de descargos. 
 
Asu vez, es preciso señalar que, para efectos de realizar un análisis respecto 
al dispositivo legal invocado por la entidad para denegar la solicitud del 
recurrente, se debe precisar el contenido del numeral 2 del artículo 17 de la 
Ley de Transparencia, el cual prescribe lo siguiente: 
 
“Artículo 17.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información confidencial 
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto 
de lo siguiente: 

 
(…) 
2. La información protegida por el secreto bancario, tributario, comercial, 
industrial, tecnológico y bursátil que están regulados, unos por el inciso 5 del 
artículo 2 de la Constitución, y los demás por la legislación pertinente. 
(…)” 
 
En cuanto a ello, partiendo de la premisa de la Presunción de Publicidad 
detallada en los párrafos precedentes, corresponde tener en consideración 
lo señalado por el Tribunal Constitucional en el numeral 15 de la sentencia 
recaída en el Expediente Nº 01956-2016-PHD/TC en la que señala 
expresamente:  

  
“(...) 
15.  Sin embargo, el rechazo en la entrega de la información requerida en 

los que se alegue que constituye información confidencial debe 
necesariamente justificar razonablemente cuál es el fundamento de su 
confidencialidad; de no ser así, no podría justificarse una respuesta 
negativa, como ocurrió en el caso de autos. En efecto, no es suficiente 
alegar que determinada información es confidencial o reservada, sino 
que corresponde motivar ello y que los argumentos sean razonables 
coherentes”. (subrayado agregado) 

 
Siendo esto así, se aprecia de autos que la entidad a través del Memorando 
N° 402-2023-SGTSV-GSCV/MVES únicamente invocó el numeral 2 del 
artículo 17 de la Ley de Transparencia, añadiendo que “El secreto comercial, 
industrial o tecnológico busca proteger la información usada en alguna 
actividad productiva, industrial o comercial, que sea susceptible de 
transmitirse a un tercero y cuya divulgación pueda ocasionar un perjuicio a 
la empresa”. 
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En ese sentido, la entidad no ha motivado de manera razonable en los 
hechos y en el derecho a qué tipo de información se refiere, cuáles son las 
características particulares que sin entrar al detalle, determinan que el 
contenido de lo requerido encaje en la normativa aplicable al “secreto 
comercial industrial o tecnológico” y lo incluye en dicha definición, para 
efectos de permitir a esta instancia realizar una evaluación respecto de la 
aplicación de la excepción invocada. 
 
Cabe agregar que el derecho de acceso a la información pública no sólo 
implica el deber del Estado de publicitar sus actos promoviendo una cultura 
de transparencia conforme lo dispone el artículo 10° de la Ley de 
Transparencia, sino que también genera la obligación de otorgar al 
solicitante información clara, precisa, oportuna, conforme lo ha señalado el 
Tribunal Constitucional en el Fundamento 16 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 01797-2002-HD/TC, en el cual dicho Colegiado señaló lo 
siguiente: 

 
“(…) el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso 
a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder 
a la información solicitada y, correlativamente, la obligación de dispensarla 
de parte de los organismos públicos. Si tal fuese sólo su contenido protegido 
constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines 
que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando, p.ej. 
los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, 
independientemente de su veracidad o no. A criterio del Tribunal, no sólo se 
afecta el derecho de acceso a la información cuando se niega su suministro, 
sin existir razones constitucionalmente legítimas para ello, sino también 
cuando la información que se proporciona es fragmentaria, desactualizada, 
incompleta, imprecisa, falsa, no oportuna o errada. De ahí que, si en su faz 
positiva el derecho de acceso a la información impone a los órganos de la 
Administración pública el deber de informar, en su faz negativa, exige que la 
información que se proporcione no sea falsa, incompleta, fragmentaria, 
indiciaria o confusa”. (Subrayado agregado)   

 
En tal sentido, cabe reiterar que la entidad no solo tiene el deber de motivar 
la denegatoria en los hechos y en el derecho, sino también que tiene la carga 
de la prueba para justificar la referida denegatoria, conforme lo recogen tanto 
el Fundamento 15 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 01956-2016-
PHD/TC y el Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
2579-2003-HD/TC antes citadas.  
 
Además, la entidad tiene la obligación de brindar una respuesta clara y 
precisa a la solicitud de acceso a la información pública no solo resulta 
exigible cuando se entrega la información requerida, sino también 
corresponde que la motivación de la denegatoria sea expresada con el 
sustento pertinente en los hechos y el derecho. 
 
Siendo esto así, cabe señalar que la entidad a través de la respuesta 
otorgada no señaló o acreditó de forma alguna la excepción prevista en el 
numeral 2 del artículo 17 de la Ley de Transparencia, teniendo en cuenta 
que solamente hizo mención a dicho dispositivo legal para proceder a su 
denegatoria; más aún cuando se ha solicitado informacion únicamente de 
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cantidades asociadas a personas jurídicas que prestan un servicio de 
transporte de uso público. 
 
En consecuencia, se advierte de autos que la entidad no ha cumplido con 
acreditar la excepción contemplada en el numeral 2 del artículo 17 de la Ley 
de Transparencia, por lo que debe desestimarse dicho argumento. 
 

• Con relación a la información requerida por el recurrente conforme el 
artículo 10 de la Ley de Transparencia: 
 
Sumado a lo antes expuesto, y habiéndose determinado la publicidad de lo 
requerido por el recurrente, debemos precisar que la entidad no ha negado 
encontrarse en posesión de lo solicitado; en ese sentido, es oportuno 
señalar que conforme lo dispone el primer párrafo del artículo 10 de la Ley 
de Transparencia, “Las entidades de la Administración Pública tienen la 
obligación de proveer la información requerida si se refiere a la contenida en 
documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, 
o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida por 
ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control”; por ello, el 
Fundamento 6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 09378-2013-
PHD/TC y en el Fundamento 12 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
02579-2003-HD, el Tribunal Constitucional interpretó dicho artículo de la 
siguiente manera: 

 
“(...) Lo realmente trascendental a efectos de que pueda considerarse como 
'información pública', no es su financiación, sino la posesión y el uso que le 
imponen los órganos públicos en la adopción de decisiones administrativas, 
salvo, claro está, que la información haya sido declarada por ley como sujeta 
a reserva”. (subrayado nuestro) 

 
En tal sentido, la información solicitada por el recurrente correspondiente a 
la “(...) CANTIDAD DE FLOTA VEHICULAR DE C/U DE LAS PERSONAS 
JURÍDICAS AUTORIZADAS PARA BRINDAR EL SERVICIO DE 
MOTOTAXI EN VILLA EL SALVADOR”; y la “(...) CANTIDAD DE FLOTA 
VEHICULAR OPERATIVA REGISTRADA EN EL PADRÓN MUNICIPAL DE 
CADA PERSONA JURÍDICA AUTORIZADA PARA BRIDAR EL SERVICIO 
EN VEHÍCULO MENOR.”, es de acceso público. 
 
Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, se debe tener en cuenta para la 
atención de la solicitud lo resuelto por el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 03598- 2011-
PHD/TC, la cual precisó:  

 
“(…) 
6. Por otra parte, el artículo 13° de la Ley 27806, en su tercer párrafo 

dispone lo siguiente: “La solicitud de información no implica la obligación 
de las entidades de la Administración Pública de crear o producir 
información con la que no cuente o no tenga la obligación de contar al 
momento de efectuarse el pedido. En este caso, la entidad de la 
Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria 
de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto 
de la información solicitada. Esta Ley tampoco permite que los 
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solicitantes exijan a las entidades que efectúen evaluaciones o análisis 
de la información que posean.  

 
Sobre esto último, cabe precisar que la Administración Pública 
excepcionalmente puede dar respuesta a los pedidos de información 
pública a través de la elaboración de documentos que consignen la 
información solicitada citando su origen, sin emitir valoraciones ni juicios 
sobre el contenido del pedido, sin que ello suponga la creación de la 
información solicitada, ni contravención alguna al artículo 13° de la Ley 
N° 27806” (subrayado agregado).  

 
En ese sentido, es válido inferir que las entidades de la Administración 
Pública están obligadas a entregar la información con la que cuenten o 
tengan la obligación de contar, pudiendo inclusive extraerla de cualquier 
documento o soporte para reproducirla en un nuevo documento, indicando 
a qué fuente pertenece, sin que ello implique crear o producir información, 
ni contravenir lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley de Transparencia. 

 
En consecuencia, corresponde estimar el recurso de apelación presentado 
por el recurrente y ordenar a la entidad que proceda a la entrega de la 
información pública requerida3, conforme a los argumentos expuestos en los 
párrafos precedentes. 

 
Finalmente, de conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, aprobado por el Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, en aplicación de 
la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada entidad determinar la 
responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus funcionarios y/o 
servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las normas de 
transparencia y acceso a la información pública.  
 
Por los considerandos expuestos4 y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y 
en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que 
crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la Regulación de la Gestión 
de Intereses; asimismo, en virtud al descanso físico de la Vocal de la Segunda Sala, 
Vanesa Vera Muente interviene el Vocal de la Primera Sala de esta instancia Ulises 
Zamora Barboza5;  
 
 

 
2   “Artículo 13.- Denegatoria de acceso 

La entidad de la Administración Pública a la cual se solicite información no podrá negar la misma basando su decisión 
en la identidad del solicitante. 
La denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente fundamentada por las excepciones de los 
artículos 15 a 17 de esta Ley; y el plazo por el que se prolongará dicho impedimento. 
La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de crear o producir 
información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, 
la entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. 
(…)” 

3  Salvaguardando, de ser el caso, la información protegida por las excepciones contempladas en la Ley de 
Transparencia, bajo los parámetros de interpretación restrictiva contemplados en el artículo 18 del mismo cuerpo 
legal. 

4  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 

5  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Resolución N° 000004-2023-JUS/TTAIP-PRESIDENCIA, de 

fecha 23 de marzo de 2023. 
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SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por MANUEL 
FIGUEROA ORE; REVOCANDO lo dispuesto en la Carta N° 1187-2023-UGDA-
SG/MVES de fecha 17 de agosto de 2023; en consecuencia, ORDENAR a la 
MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE VILLA EL SALVADOR, que entregue al recurrente 
la información pública solicitada, conforme a los argumentos expuestos en la parte 
considerativa de la presente resolución, conforme a los fundamentos de la presente 
resolución. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE VILLA EL SALVADOR 
que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite la entrega de la información 
solicitada a MANUEL FIGUEROA ORE. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento 
Administrativo General, aprobado mediante Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a MANUEL 
FIGUEROA ORE y a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE VILLA EL SALVADOR, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 

 

JOHAN LEÓN FLORIÁN 
Vocal Presidente 

                                                     

      VANESSA LUYO CRUZADO                                       ULISES ZAMORA BARBOZA                    

          Vocal                                                                  Vocal 

 

vp: uzb 
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